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El Sistema de Concesiones de Obras Públicas nace en Chile en el año 1992. Durante los 28 años 
siguientes, se han licitado más de 90 proyectos con una inversión adjudicada de más de 17 mil 
millones de dólares en proyectos de diversos tipos. En los casos que se producen discrepancias en la 
interpretación del contrato, se establece como primera instancia un Panel Técnico, que establece 
recomendaciones. El presente artículo expone resultados y conclusiones acerca de una 
investigación para verificar en qué medida se cumplieron los objetivos para los que fue creado el 
Panel Técnico de Concesiones, desde el año 2010 hasta el año 2018. Efectuado este análisis, se 
concluye que sí se han cumplido los objetivos para los que fue creado el Panel Técnico. 





The Public Works Concessions System born in Chile in 1992. Over the next 28 years, more than 90 
projects have been tendering, allocating more than 17 million dollars in investment through broad 
matters. In cases when disputes on contracts interpretation rises, on first instance, a Technical 
Board is established to offer recommendations. The present article exposes an investigation results 
and conclusions oriented to verify at what extend the objectives to which the Technical Board was 
created for has been accomplished from its creation in 2010 to 2018. Once the analysis has been 
made, it is concluded that the objectives from its origins had been accomplished. 
Key words: Public works concessions, Dispute Resolution, Concessions Technical Board. 
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Introducción 
El Sistema de Concesiones de Obras Públicas nace en Chile en el año 1992 con el llamado a 
Licitación del proyecto denominado "Túnel el Melón". Durante los 28 años siguientes se han 
licitado más de 90 proyectos con una inversión adjudicada de más de 17 mil millones de dólares 
en proyectos de diversos tipos: viales urbanos, viales interurbanos, aeroportuarios, infraestructura 
penitenciaria, infraestructura hospitalaria y edificación púbica. Este sistema de Asociación Público-
Privada ha permitido disminuir la brecha existente en el país en materia de infraestructura pública. 
Uno de los aspectos más criticados del sistema ha sido el tema de las renegociaciones de 
contratos. Es muy difícil que un contrato de largo plazo pueda prever todas las situaciones que 
puedan ocurrir en los años posteriores a la firma de éste. Por lo tanto, la Ley de Concesiones 
establece un mecanismo de renegociaciones de contrato frente a situaciones que den origen a la 
necesidad de inversiones adicionales por parte de la Sociedad Concesionaria. 
En los casos en que se producen discrepancias en la interpretación del contrato la Ley de 
Concesiones de Obras Públicas establece un mecanismo de resolución de controversias. El 
objetivo de este mecanismo es evitar la judicialización de los contratos, lo que implicaría atrasos 
en la ejecución de las obras. 
La Ley del año 1996 establecía, como primera instancia, una Comisión Conciliadora y como 
segunda instancia, en caso de no haber acuerdo entre las partes, una Comisión Arbitral. La 
modificación del año 2010 a esta Ley estableció como primera instancia un Panel Técnico, 
compuesto por destacados profesionales de las áreas jurídica, de ingeniería y económica, para 
establecer recomendaciones y, en caso de no haber acuerdo, mantiene la figura de la Comisión 
Arbitral. 
La modificación señalada se hace cargo de la necesidad de establecer mejoras en el 
mecanismo de resolución de controversias. En su artículo 36, señala que "las discrepancias de 
carácter técnico o económico que se produzcan entre las partes durante la ejecución del contrato 
de concesión podrán someterse a la consideración de un Panel Técnico a solicitud de cualquiera 
de ellas" (Ley No. 18.525, 1986). Este Panel Técnico está compuesto por 2 abogados, 2 ingenieros 
y 1 profesional especializado en ciencias económicas o financieras. Conforme a lo señalado 
pueden someterse a consideración del panel, en términos generales (la ley detalla cada aspecto), 
las discrepancias que se produzcan en relación con la evaluación técnica y económica de las 
inversiones realizadas por el concesionario, determinación de existencia de costos adicionales y 
sus causas económicas, determinación de factores económicos involucrados en realización de 
obras adicionales o de término anticipado del contrato, entre otras discrepancias técnicas o 
económicas. Desde su creación, hasta el año 2018, se pronunció respecto a 32 discrepancias y se 
observa un aumento creciente de causas ingresadas año a año. 
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El Panel Técnico de Concesiones 
Como se ha señalado anteriormente, el Panel Técnico de Concesiones de Obras Públicas 
nace en el marco de la Ley 20.410 del año 2010, como un mecanismo de resolución temprana de 
controversias entre el Ministerio de Obras Públicas y las sociedades concesionarias. Así entonces, 
ambas partes pueden someter a consideración de dicho panel las discrepancias de carácter 
técnico o económico que se produzcan durante la ejecución del contrato de concesión. 
El Panel Técnico de Concesiones se enmarca dentro de lo que se conoce mundialmente 
como Dispute Boards. Éstas nacen en la industria de la construcción en la década de los 70. La 
Cámara de Comercio Internacional (2018), los define como un órgano permanente que 
típicamente se establece con la firma o el inicio de la ejecución de un contrato a mediano o largo 
plazo, para ayudar a las partes a evitar o resolver cualquier desacuerdo o desavenencia que 
pudiera surgir durante la aplicación del contrato y los clasifica de la siguiente manera: 
• Dispute Review Boards (DRB): pueden ayudar a las partes a evitar desacuerdos, a 
resolverlos a través de una asistencia informal y emitiendo conclusiones sobre las 
desavenencias en caso de sumisión formal. En las sumisiones formales, emiten 
recomendaciones relativas a las desavenencias. Al recibir una recomendación, las partes 
pueden acatarla voluntariamente pero no están obligadas a hacerlo. 
• Dispute Adjudication Boards (DAB): pueden ayudar a las partes a evitar desacuerdos, a 
resolverlos a través de una asistencia informal y emitiendo conclusiones sobre las 
desavenencias en caso de sumisión formal. En las sumisiones formales, dictan decisiones 
relacionadas con las desavenencias. Una decisión es obligatoria para las partes desde el 
momento de su recepción. 
• Combined Dispute Boards (CDB): pueden ayudar a las partes a evitar desacuerdos, a 
resolverlos a través de una asistencia informal y emitiendo conclusiones sobre las 
desavenencias en caso de sumisión formal. En las sumisiones formales, emiten 
recomendaciones relacionadas con las desavenencias, pero pueden dictar decisiones. Si 
una de las partes solicita una decisión acerca de una desavenencia, y ninguna otra parte se 
opone a ello, el CDB dictará una decisión. Si una de las partes solicita una decisión y la otra 
parte se opone a ella, el CDB decidirá definitivamente sobre la emisión de una 
recomendación o de una decisión. 
 
De acuerdo a las definiciones presentadas, el Panel Técnico de Concesiones en Chile, se 
puede enmarcar dentro de la categoría de Dispute Review Boards (DRB), ya que emite una 
recomendación, que las partes pueden acatar voluntariamente, pero no están obligadas a hacerlo. 
El Panel Técnico de Concesiones tiene como misión reestablecer el equilibrio económico 
del contrato. Martínez (2014) señala que: 
“Durante el desarrollo de una relación contractual de larga duración, pueden ocurrir ciertos 
hechos imprevistos que, modificando sustancialmente las circunstancias que se tuvieron a 
la vista al momento de contratar, hagan más onerosa la prestación para una de las partes, 
afectando así el equilibrio económico del contrato. 
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Ello haría necesaria su revisión por vía judicial, para alterar lo pactado inicialmente, dando 
vida normalmente a una nueva contraprestación, no contemplada dentro del contrato 
originario, que re-equilibre la relación y evite el enriquecimiento injusto.  
[…] Ahora bien, como se propone aquí, no toda alteración sobrevenida de las circunstancias 
altera el equilibrio y da origen a compensaciones. Sólo lo alteran ciertos hechos que 
cumplan con las exigencias de un test de imprevisión y que calcen con las categorías que se 
han establecido en la jurisprudencia, doctrina y ley. Asimismo, sólo dan origen a 
compensaciones ciertos desequilibrios, dependiendo de su magnitud, causas y origen” (pp. 
1-2) 
Rodríguez (2011) define el equilibrio económico del contrato de la siguiente manera: 
“el principio del equilibrio económico del contrato administrativo consiste en que las 
prestaciones que las partes pactan de acuerdo a las condiciones tomadas al momento de 
presentar la propuesta o celebrar el contrato, deben permanecer equivalentes hasta la 
terminación del mismo, de tal manera que, si se rompe esa equivalencia, nace para el 
afectado el derecho a una compensación pecuniaria que la restablezca” (p. 57). 
Dos de las principales causas del rompimiento del equilibrio económico del contrato son el 
Hecho del Príncipe y la Teoría de la Imprevisión. En relación con el Hecho del Príncipe, Chávez 
(2013) señala que:  
“La teoría del hecho del príncipe es una de las causales de ruptura del equilibrio económico 
de los contratos administrativos, que se presenta por la expedición de actos jurídicos o por 
las actuaciones materiales, generales o particulares, de la entidad administrativa 
contratante, en ejercicio de atribuciones como autoridad pública y no como parte del 
contrato, que lo afectan haciendo considerablemente más oneroso para una de las partes 
su fiel cumplimiento” (p. 11). 
Por su parte, Meléndez (2007), señala que: 
“para saber cuándo estamos ante lo que se conoce como un hecho del príncipe que provoca 
daño, hay acuerdo en doctrina en que deben concurrir los siguientes elementos: debe 
haberse expedido un acto general y abstracto (norma legal o acto administrativo); ese acto 
debe incidir directa o indirectamente en el contrato estatal; además, debe alterar 
extraordinariamente la ecuación financiera.” (Citado en Martínez, 2014: 9) 
Con relación a la Teoría de la Imprevisión, Palacio (2014) la define como: 
“(…) la presencia de circunstancias extraordinarias e imprevisibles que, siendo 
sobrevinientes al momento del nacimiento de la relación contractual, afectan gravemente 
la economía del contrato sin que impidan su ejecución, pero que obliga al cocontratante 
que las sufre a ejecutarlo con grave pérdida patrimonial para él, obligando a su contraparte 
a restablecer el equilibrio económico, con la finalidad de conservar la conmutatividad de las 
prestaciones pactadas” (Citado en Barajas, 2015: 23). 
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Enfoque Metodológico 
El presente artículo busca verificar en qué medida se cumplieron, desde su creación el año 
2010 hasta el año 2018, los objetivos para los que fue creado el Panel Técnico de Concesiones. 
Para efectos del levantamiento de información se recurrió a fuentes primarias. En particular, se 
levantó información proveniente de los pronunciamientos del Panel Técnico de Concesiones desde 
que inició sus funciones el año 2011 hasta el año 2018. Se usaron las Actas de Sesiones del Panel 
Técnico, las Memorias del Panel Técnico, las Bases de licitación y circulares aclaratorias de los 
proyectos y de los videos de las audiencias públicas en que las partes (sociedades concesionarias y 
MOP) presentan sus argumentaciones ante cada uno de los casos en el periodo señalado. 
Para efectos del análisis de la información se diseñó, una ficha para cada uno de los 
pronunciamientos del Panel Técnico estudiados en que se incorporó, entre otros aspectos, el 
motivo de la discrepancia, las medidas de compensación solicitadas (si aplicaba), los principales 
argumentos esgrimidos por las partes para defender sus posturas y el pronunciamiento del Panel 
Técnico. 
A partir de esto, se establecieron conclusiones en relación con la cuantificación de las 
medidas de compensación solicitadas por ambas partes y la cuantificación de las medidas de 
compensación contenidas en los pronunciamientos del Panel Técnico. Además, se analizó el plazo 
que demora el pronunciamiento del Panel Técnico desde que una de las partes ingresa la causa. 
Finalmente, se analizó y registró el número de casos en que ambas partes aceptaron sus 
recomendaciones, versus el número de casos en que alguna de las partes decidió acudir a la 
instancia posterior. 
Resultados de la Resolución Temprana de Controversias 
Como se señaló precedentemente, el análisis de los resultados se centró en 3 factores: 
análisis de restablecimiento del equilibrio económico financiero del contrato, análisis de plazos 
para el pronunciamiento del panel y seguimiento de las controversias para determinar el número 
de causas que no recurrieron a una instancia superior. 
Análisis del Restablecimiento del Equilibrio Económico Financiero del Contrato 
La Ley de Concesiones estipula 2 casos en los que se pueden establecer modificaciones a 
las características de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de 
servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación: 
• A solicitud del Ministerio de Obras Públicas. Conforme a lo dispuesto en el Artículo 19 de 
la Ley de Concesiones, “El Ministerio de Obras Públicas podrá modificar las características 
de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de servicio y 
estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, o por otras razones de interés 
público debidamente fundadas. Como consecuencia de ello, deberá compensar 
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económicamente al concesionario cuando corresponda, por los costos adicionales en que 
éste incurriere por tal concepto”. Además, en el citado artículo, se señala lo siguiente: “El 
concesionario podrá solicitar compensación en caso de acto sobreviniente de autoridad con 
potestad pública que así lo justifique, sólo cuando, copulativamente, cumpla los siguientes 
requisitos: el acto se produzca con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la 
concesión; no haya podido ser previsto al tiempo de su adjudicación; no constituya una 
norma legal o administrativa dictada con efectos generales, que exceda el ámbito de la 
industria de la concesión de que se trate, y altere significativamente el régimen económico 
del contrato. (Decreto Supremo No. 900, 1996) 
• Por acuerdo de ambas partes. Conforme a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de 
Concesiones: “El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán acordar la 
modificación de las características de las obras y servicios contratados, a objeto de 
incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de 
licitación, mediante la suscripción del correspondiente convenio complementario al 
contrato de concesión”. 
Así entonces, es relevante analizar los 4 requisitos que deben cumplirse copulativamente 
para que la sociedad concesionaria pueda solicitar una compensación, ya que parte importante de 
los pronunciamientos del Panel Técnico se basan en el análisis del cumplimiento de estos 
requisitos: 
• El acto se produzca con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la concesión. 
Como fue señalado anteriormente, una de las causas de la ruptura del equilibrio económico 
financiero del contrato es la teoría de la imprevisión. La revisión de los contratos por causa 
sobreviniente se enmarca dentro de esta doctrina. Aplicando la doctrina a los contratos de 
concesiones de obras públicas, para que un hecho o acto sea considerado como causa 
sobreviniente debe ocurrir con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la 
concesión. 
• No haya podido ser previsto al tiempo de su adjudicación. Al igual que en el caso anterior, 
este requisito puede ser analizado a la luz de la teoría de la imprevisión. 
• No constituya una norma legal o administrativa dictada con efectos generales, que exceda 
el ámbito de la industria de la concesión de que se trate. Se puede relacionar este requisito 
con otras de las causas de la ruptura del equilibrio económico financiero del contrato, que 
se refiere al hecho del príncipe. 
• Altere significativamente el régimen económico del contrato. Claramente, este requisito es 
fundamental. 
Para efectos de análisis de los resultados, se determinó, para cada uno de los casos, el 
porcentaje que representa el monto de la recomendación del Panel Técnico en comparación con 
el monto solicitado por la Sociedad Concesionaria. Del análisis realizado, se obtuvieron los 
siguientes resultados: 
• El porcentaje promedio de esas comparaciones es de 32,4%. No se aprecia un patrón claro 
para la relación entre la solicitud de compensación por parte de la sociedad concesionaria, 
con la recomendación del Panel Técnico. El menor porcentaje observado es 0% y el mayor 
porcentaje observado es 100%. 
• La suma del total del monto de compensaciones solicitadas por las sociedades 
concesionarias asciende a UF 11.145.132. La suma total del monto de las recomendaciones 
emanadas por el Panel Técnico asciende a UF 1.881.427. 
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En interesante destacar que en casi la totalidad de los casos estudiados el pronunciamiento 
del Panel Técnico fue por unanimidad de todos sus miembros, con sólo una excepción, constituida 
por el caso de una de las discrepancias presentadas en el contrato Aeropuerto Arturo Merino 
Benítez, en que hubo un voto de minoría, en 2 de sus miembros. Por otra parte, se constató que 
para cada uno de los casos estudiados el pronunciamiento del Panel Técnico se basó en un 
profundo análisis de los aspectos técnicos, jurídicos y económicos de cada discrepancia y tomó en 
consideración los argumentos expresados por ambas partes. Finalmente, se observó una 
consistencia entre los distintos casos en la argumentación utilizada por el Panel Técnico para la 
determinación de sus pronunciamientos. 
Teniendo en consideración los resultados obtenidos, amerita analizar si el Panel Técnico ha 
cumplido el objetivo de reestablecer el equilibrio económico financiero del contrato. Si tomamos 
en consideración la definición presentada (Rodríguez, 2011), hay elementos que permiten afirmar 
que el Panel Técnico ha sido una contribución al logro de este objetivo: 
• En primer lugar, debe considerarse que si se rompe la equivalencia de las prestaciones que 
las partes pactan al comienzo del contrato, nace para el afectado el derecho a una 
compensación pecuniaria que lo restablezca. Al respecto, este mecanismo de resolución de 
controversias permite una evaluación basada en criterios jurídicos y técnicos de dicha 
compensación. 
• El Panel Técnico se compone de 5 personas expertas en las áreas de ingeniería, economía, y 
derecho, con amplia experiencia en materia de concesiones de obras públicas y elegidas de 
acuerdo al sistema de Alta Dirección Pública, lo que permite inferir que están en 
condiciones de evaluar adecuadamente las compensaciones que correspondan frente al 
rompimiento del equilibrio económico del contrato. Cabe destacar que, en casi la totalidad 
de los casos estudiados (sólo hay una excepción), los pronunciamientos han contado con la 
unanimidad de sus miembros. 
• El Panel Técnico es una instancia de carácter permanente (a diferencia de la Comisión 
Conciliadora, que aplica para los contratos anteriores a la entrada en vigencia de la Nueva 
Ley de Concesiones). Esto ha permitido que haya existido consistencia en los criterios de 
análisis y los argumentos utilizados para la elaboración de los pronunciamientos. 
Análisis de Plazos Para el Pronunciamiento del Panel 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley de Concesiones, el Panel Técnico no 
ejercerá jurisdicción, “deberá emitir, de acuerdo con el procedimiento público establecido en el 
reglamento, una recomendación técnica, debidamente fundada, dentro del plazo de 30 días 
corridos, prorrogable por una vez, contado desde la presentación de la discrepancia” (Decreto 
Supremo No. 900, 1996). 
Adicionalmente, el artículo 108 del Reglamento de la Ley de Concesiones, señala lo 
siguiente: “El Panel evacuará su recomendación dentro del plazo de 30 días corridos, contado 
desde la presentación de la discrepancia, el que podrá prorrogarse fundadamente, por una sola 
vez, por igual periodo, de oficio o a petición de parte” (Decreto Supremo No. 956, 1997). 
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Finalmente, en el artículo 28° de las Normas de Funcionamiento del Panel Técnico, se 
señala lo siguiente:  
“Las partes, de común acuerdo o individualmente, podrán solicitar la suspensión del 
procedimiento por un plazo máximo de 30 días en cada oportunidad. De requerirse por una 
sola parte, el Panel Técnico dará traslado a la contraria para que se pronuncie dentro de un 
término de tres días hábiles. El Panel acogerá o desechará la solicitud teniendo a la vista los 
argumentos planteados y notificará a las pares de su decisión mediante resolución 
publicada en el expediente electrónico” (Instructivo S/N, 2019). 
Para efectos de análisis de los resultados se determinó, para cada uno de los casos, el plazo 
promedio del pronunciamiento del Panel Técnico desde que ingresa una solicitud de 
pronunciamiento, obteniéndose un resultado de 63 días. En el 75% de los casos, el plazo fue de 
hasta 60 días, y en el 25% restante fue de más de 60 días, como se muestra en el siguiente gráfico: 
Gráfico 1. Plazos Para el Pronunciamiento del Panel Técnico 
 
Fuente: Elaboración propia 
Es importante destacar que, en casi la totalidad de los casos, se utilizó la facultad de 
prorrogar el plazo de 30 días que la Ley de Concesiones determina para el pronunciamiento. En 
ocasiones, el plazo del pronunciamiento superó los 60 días, en la mayoría de esos casos se debió a 
que las partes, de común acuerdo o individualmente, solicitaron la suspensión del procedimiento 
por un plazo máximos de 30 días y el Panel accedió a esta solicitud en virtud de sus normas de 
funcionamiento. Finalmente, hay dos oportunidades en que el plazo del pronunciamiento superó 
los 100 días, ambos casos se refieren al mismo proyecto (Aeropuerto El Loa de Calama) y en 
ambos el retraso en el pronunciamiento se debió al mismo motivo (término de las funciones de 3 
de los 5 miembros del Panel). 
Al comparar los datos obtenidos con los plazos observados para la resolución de 
controversias hasta antes de la existencia del Panel, se aprecia una disminución significativa de los 
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plazos. Bajo el modelo antiguo de resolución de controversias (antes de la modificación de la Ley, 
el año 2010), sólo en el 23% de los casos el plazo de resolución de controversias era menor a un 
año (Ministerio de Obras Públicas, 2016). 
Gráfico 2. Duración de las Controversias en el Sistema Antiguo 
 
Fuente: Concesiones de Obras Públicas, 20 años. (Ministerio de Obras Públicas, 2016) 
Seguimiento de las Controversias 
Conforme a lo dispuesto en el Artículo 36° bis de la Ley de Concesiones: 
“Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o 
aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, podrán ser llevadas por 
las partes al conocimiento de una Comisión Arbitral o de la Corte de Apelaciones de 
Santiago. El Ministerio de Obras Públicas sólo podrá recurrir ante la Comisión Arbitral una 
vez que se haya autorizado la puesta en servicio definitiva de la obra, salvo la declaración 
de incumplimiento grave a que se refiere el artículo 28, la que podrá ser solicitada en 
cualquier momento. Los aspectos técnicos o económicos de una controversia podrán ser 
llevados a conocimiento de la Comisión Arbitral, o de la Corte de Apelaciones, sólo cuando 
hayan sido sometidos previamente al conocimiento y recomendación del Panel Técnico” 
(Decreto Supremo No. 900, 1996). 
El siguiente gráfico presenta un seguimiento de las recomendaciones del Panel Técnico, 
desde su creación, distinguiendo entre las causas que terminaron con un acuerdo entre las partes, 
las que acudieron a la Comisión Arbitral y las que están sin movimiento, pero dentro del plazo para 
recurrir a la Comisión Arbitral. 
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Gráfico 3. Seguimiento de Recomendaciones 
 
Fuente: Memoria 2018, Panel Técnico de Concesiones 
En el gráfico presentado, se puede observar que el mayor porcentaje corresponde a 
acuerdo entre las partes (39,4%), que el 24,2% de las causas han recurrido a la Comisión Arbitral y 
el 30,3% no ha recurrido a la Comisión Arbitral, pero estaba dentro del plazo para hacerlo. 
No existe una meta explícita del Panel Técnico, ni en sus normas de funcionamiento, ni en 
la Ley de Concesiones, en relación con el porcentaje de causas que deban llegar a acuerdo entre 
las partes (es decir, que no recurran a la Comisión Arbitral). Sin embargo, para justificar la 
existencia del Panel Técnico, parece deseable que un porcentaje menor de causas recurra a la 
instancia posterior. Considerando que no existe una meta explícita, parece razonable comparar 
este porcentaje con una cifra equivalente hasta antes de la creación de Panel Técnico. 
Como se señaló en la Introducción del presente texto, la Ley del año 1996 establecía como 
primera instancia una Comisión Conciliadora y, como segunda instancia, en caso de no haber 
acuerdo entre las partes una Comisión Arbitral. A continuación, se presenta un gráfico 
comparativo del seguimiento de las causas, desde el año 1997 hasta el año 2015. 
En el Gráfico 4 se aprecia una clara predominancia de las causas resueltas mediante 
Comisión Arbitral (103, lo que representa el 66%), versus las causas resueltas mediante Comisión 
Conciliadora (54, lo que representa el 34%), en el período 1997-2015. 
En cambio, en el período comprendido entre el año 2015 (año en que se somete al Panel 
Técnico la primera discrepancia) y el año 2018, el acuerdo entre las partes ha representado un 
39,4%; pero considerando que hay un número de causas que están dentro del plazo para ingresar 
la causa ante la Comisión Arbitral este porcentaje podría incrementarse hasta un 70,1%. 
Analizados los datos, se aprecia que la existencia del Panel Técnico ha contribuido a disminuir el 
número de causas que se resuelven en la Comisión Arbitral. 
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Gráfico 4. Número de Causas por año de Sentencia 1997-2015 
 
Fuente: Memoria 2018, Panel Técnico de Concesiones 
Conclusiones 
El Sistema de Concesiones de Obras Públicas implementado en Chile ha permitido 
disminuir la brecha existente en el país en materia de infraestructura pública. Desde el primer 
proyecto licitado en el año 1992, se han licitado más de 90 proyectos con una inversión adjudicada 
mayor a 16 mil millones de dólares en proyectos de diversos tipos: viales urbanos, viales 
interurbanos, aeroportuarios, infraestructura penitenciaria, infraestructura hospitalaria y 
edificación púbica.  
En los casos en que se producen discrepancias en la interpretación del contrato, la Ley de 
Concesiones de Obras Públicas establece un mecanismo de resolución de controversias. El 
objetivo de este mecanismo es evitar la judicialización de los contratos, lo que implicaría atrasos 
en la ejecución de las obras. 
El año 2010, hubo una modificación a la ley que se hizo cargo de la necesidad de establecer 
mejoras en el mecanismo de resolución de controversias, para lo cual estableció como primera 
instancia un Panel Técnico, compuesto por destacados profesionales de las áreas jurídica, 
ingenieril y económica que establece recomendaciones y mantuvo como una segunda instancia a 
la Comisión Arbitral.  
El trabajo de investigación que dio origen a este artículo recopiló, sistematizó y analizó los 
pronunciamientos del Panel Técnico, para dilucidar si ha cumplido con los objetivos para los cuales 
fue creado. Para esto, analizó 3 aspectos fundamentales: 
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1. Contribución a reestablecer el equilibrio económico financiero del contrato, concluyendo 
que el Panel Técnico ha sido una contribución al logro de este objetivo. 
2. Disminución en el plazo de resolución de controversias, concluyendo que, al comparar los 
datos obtenidos con los plazos observados para la resolución de controversias hasta antes 
de la existencia del Panel, se aprecia una disminución significativa de los plazos.  
3. Contribución a disminuir el número de causas que se resuelven en la Comisión Arbitral, 
concluyendo que existe evidencia que permite afirmar que sí ha contribuido a disminuir el 
número de causas que se resuelven en la Comisión Arbitral. 
Efectuado el análisis, se puede afirmar que, luego de haber analizado en profundidad cada 
uno de los pronunciamientos del Panel Técnico, establecido en la Ley de Concesiones de Obras 
Públicas, desde su creación en el año 2010 hasta el año 2018, existe evidencia que permite afirmar 
que sí se han cumplido los objetivos para lo que fue creado. 
Finalmente, en base al estudio realizado, se pueden inferir algunos de los factores que han 
contribuido al logro de los objetivos del Panel Técnico, enumerados a continuación: 
• Carácter permanente: a diferencia de la Comisión Conciliadora que existía como primera 
instancia antes de la modificación 2010, el Panel Técnico tiene carácter permanente. Esto 
ha permitido una alta especialización de sus miembros y ha favorecido que los miembros 
del panel estudien los proyectos antes de que se originen las controversias, mediante el 
análisis de bases de licitación y visitas a terreno, entre otras acciones. 
• Especificidad: el Panel Técnico está destinado a resolver discrepancias únicamente de 
contratos de concesión de obra pública, lo que favorece la especialización de sus miembros 
y el cumplimiento de los plazos para el pronunciamiento establecidos en la Ley de 
Concesiones. 
• Experticia e idoneidad de sus miembros: el Panel Técnico está constituido por 
profesionales destacados, nombrados por el Sistema de Alta Dirección Pública, a través de 
un concurso público fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. 
• Independencia: funciona como un servicio independiente e imparcial. Los honorarios de los 
miembros se pagan en partes iguales entre el Ministerio de Obras Públicas y las sociedades 
concesionarias. No tiene un superior jerárquico definido y es un organismo independiente 
en su actuar. 
• Plazos breves y claramente definidos: la Ley de Concesiones establece plazos breves para 
el pronunciamiento, aspecto muy relevante ya que la naturaleza de las obras de 
infraestructura pública requiere que las controversias sean resueltas en plazos breves y 
acotados, lo que no es viable en caso de que se resolvieran mediante tribunales de justicia. 
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